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Ilegitimidad de la decisión de la empleadora de disponer el cese de la prestación en doble turno que la trabajadora, representante sindical, venía desempeñando hacía varios años.

 

Tribunal
Materia
Relacionados
· Últimos fallos del tribunal 

· Últimos de la Sala 

· Últimos sobre la materia 

· Documentos Relacionados 

 

 

[image: image17.png]




	 

	

	 

	 

[image: image18.png]




	Sumario: 

	 

	

1.-No se ajustó a derecho la decisión de la empleadora de disponer el cese de la prestación en doble turno que la trabajadora -representante sindical- venía desempeñando hace varios años, pues el ejercicio de la representación sindical generaba condicionamientos al ejercicio del poder de dirección legalmente reconocido al empleador, imponiéndole la obligación de abstenerse de -entre otras medidas vedadas- modificar sus condiciones de trabajo durante el tiempo de duración del ejercicio de su mandato y hasta un año más, admitiéndose en el art. 48 
de la ley 23551 como excepciones legitimantes de una alteración inconsistente con dicha garantía de inmutabilidad tanto la existencia de justa causa, previa decisión judicial en tal sentido luego de la tramitación de la exclusión de la tutela -que en el caso no se realizó-, como así también la cesación de actividades del establecimiento o la suspensión general de las tareas del mismo. 

2.-Corresponde desestimar el argumento de la empleadora vinculado a la eliminación general del servicio de atención domiciliaria, que por su alcance despejaría la reprochada actitud antisindical, pues un testigo, de manera coherente, circunstanciada y coincidente con el reclamo de inicio, ratificó expresamente que la trabajadora fue la única afectada a la que le sacaron el trabajo y que los directivos decían que le habían sacado los módulos por razones operativas.

	 

	

	 

	Fallo: 

	 

	En la Ciudad de Buenos Aires, el 21/2/2011 para dictar sentencia en los autos caratulados "QUIROGA NELIDA LETICIA C/ SOCIEDAD ITALIANA DE BENEFICENCIA EN BUENOS AIRES S/RESTITUCIÓN DE TAREAS " se procede a votar en el siguiente orden: 

El Dr. Alvaro Edmundo Balestrini dijo: 

I- El pronunciamiento dictado en la anterior instancia suscitó las quejas que la demandada interpuso a fs. 283/300vta., contestadas por la actora a fs. 304/313vta. 

II- Cabe desestimar liminarmente la viabilidad recursiva de las apreciaciones meramente dogmáticas que efectúa la apelante en su intento por revertir la resolución adoptada, sin poner de manifiesto concretamente los errores de apreciación u omisiones en que habría incurrido la juez de grado anterior que fundamentarían su descalificación. 

En el análisis de la argumentación bajo análisis, resulta insoslayable que no constituye materia de litigio que la actora se desempeñó como representante sindical en carácter de delegada de su sector al tiempo en que se dispuso el cese de su prestación en doble turno, privándola a partir de julio de 2007 de continuar el desempeño que venía llevando a cabo desde principios del año 2001 en el denominado módulo de atención domiciliaria, por el que percibió un rubro salarial denominado "asignación por módulo". 

El ejercicio de la representación sindical apuntada generó condicionamientos al ejercicio del poder de dirección legalmente reconocido al empleador, imponiéndole la obligación de abstenerse de -entre otras medidas vedadas- modificar sus condiciones de trabajo durante el tiempo de duración del ejercicio de su mandato y hasta un año más, admitiéndose en el art. 48 
de la ley 23.551 como excepciones legitimantes de una alteración inconsistente con dicha garantía de inmutabilidad tanto la existencia de justa causa, previa decisión judicial en tal sentido luego de la tramitación de la exclusión de la tutela (conf. arts.52 
y 47 del mismo cuerpo legal), como así también la cesación de actividades del establecimiento o la suspensión general de las tareas del mismo. 

Frente a dicho contexto, resulta también insoslayable que la demandada con anterioridad a modificar las condiciones de trabajo de la demandante no tramitó la acción de exclusión de tutela, ni tampoco la alteración reseñada obedeció a la cesación de actividades del establecimiento o la suspensión general de las tareas del mismo. 

Aún asimilando a este último supuesto la eliminación general del servicio de atención domiciliaria en el que por más de siete años se desempeñó la actora de manera ininterrumpida -condiciones que alejan la prestación del supuesto variable de horas extras según necesidades de producción- circunstancia que se invocó en el conteste (fs. 112vta.) y que por su alcance despejaría la reprochada actitud antisindical, cabe señalar que resulta inviable la postura de la demandada ya que el testigo Alberto César Páez de manera coherente, circunstanciada y coincidente con el reclamo de inicio, ratificó expresamente a fs. 233 que la actora ".fue la única afectada a la que le sacaron el trabajo. Que los demás siguieron todos igual.los directivos le decían al dicente le habían sacado los mólulos por razones operativas. Que eran 4 y sólo a ella le sacaron los módulos.". 

De la impugnación efectuada por la apelante a fs. 237/vta. sólo se extrae su subjetiva disconformidad con su declaración, pretendiendo oponer con sustento en los dichos de la testigo Díaz una presunta negativa de la actora a continuar con el servicio ante la oferta de una merma de la prestación, defensa que resulta inatendible ya que innova la postura del conteste, oportunidad en la que se afirmó que se dispuso el cese sin excepción de las labores de atención domiciliaria que se encontraban a cargo de las enfermeras (fs.112vta./113). Es decir que la versión del cese general del servicio se contrapone con los dichos de la propia testigo Díaz en los que pretende sustentarse la queja, que menciona que se siguió prestando atención domiciliaria a los pacientes con un plantel específico y haber propuesto a los mismos trabajadores que lo venían llevando a cabo la continuidad del mismo, aunque bajo otras condiciones (fs. 234). 

No se vislumbra, a partir de las alegaciones efectuadas ante esta Alzada, la manera en que podría haber variado el cuadro la realización de la pericia contable que se propuso practicar sobre los registros unilaterales de la empleadora y que la jueza de grado anterior en el marco de las facultades conferidas por el art. 80 
de la LO considero innecesaria, por lo que carecen de viabilidad las peticiones al respecto. 

Por las razones expuestas, no resultando viable la argumentación recursiva para revertir la solución adoptada en lo principal, ya que no se acreditan los supuestos excepcionales que avalarían la modificación de las condiciones de trabajo de la actora de conformidad con su desempeño como representante sindical en la empresa, propondré que se desestime. 

III- Resta analizar el agravio deducido contra la decisión de grado en cuanto autorizó la actualización del monto de condena de acuerdo al índice allí fijado y a través de la declaración de inconstitucionalidad del art. 4 
de la ley 25.561 y en este punto advierto que si le asiste razón a la recurrente. 

En efecto y habida cuenta de lo dispuesto por los arts. 7 
y 10 
de la ley 23.928 (Ley de Convertibilidad) modificados por el art.4º de la ley 25.561 "el deudor de una obligación de dar una suma determinada de pesos cumple su obligación dando el día de su vencimiento la cantidad nominalmente expresada" no admitiéndose actualización monetaria alguna, manteniéndose derogada desde el 1º de abril de 1991 toda norma que establezca o autorice dicha actualización. 

Si a lo dicho se añade que no procede la declaración de inconstitucionalidad de un sistema legal cuando existen otros mecanismos menos gravosos susceptibles de evitar los perjuicios que la aplicación de la norma podría provocar y, ello es lo que ocurre en el supuesto de autos, toda vez que el envilecimiento del signo monetario que se ha producido a partir del dictado de la ley 25.561 
por la cual se suprimiera la convertibilidad monetaria que imperaba en nuestro país, ha sido contemplado por diversas normas sancionadas al solo efecto de intentar paliar los efectos negativos que las circunstancias subyacentes podían provocar, considero que no debió recurrirse al mecanismo de la tacha de inconstitucionalidad de un plexo normativo que, además, ha sido sancionado en plena época de emergencia económica, social y financiera del país. 

Por ello y por cuanto subsiste en nuestro derecho vigente la prohibición legal de recurrir a mecanismos de indexación, sugiero admitir este segmento del recurso y modificar el pronunciamiento recurrido en este sentido, disponiendo que el monto de la condena llevará intereses desde que cada concepto que la integra fue debido y conforme la tasa activa fijada por el Banco de la Nación Argentina para el otorgamiento de préstamos, según la planilla que será difundida por la Prosecretaría General de la Cámara (conf. C.N.A.T. resolución 8/02). 

IV- Atento el modo de resolverse los recursos en esta instancia, las costas sugiero imponerlas a cargo de las accionadas que resultan vencidas (art.68 
CPCC) y a tal fin, regúlense los honorarios por la representación y patrocinio letrado de las partes actora y demandada en el .% para cada una de ellas que se calculará sobre lo que les corresponda percibir por su intervención en la sede de grado (art. 38 
L.O. y 14 
Ley arancelaria). 

El Dr. Gregorio Corach dijo: 

Por compartir los fundamentos del voto precedente, adhiero al mismo. 

El Dr. Roberto C. Pompa no vota (art. 125(ref:LEG2985.125= de la L.O.). 

Por lo que resulta del acuerdo que antecede, el Tribunal RESUELVE: 1) Confirmar en lo principal que decide el pronunciamiento de grado, con excepción de la tasa de interés fijada la que se reemplaza por la fijación de intereses sobre el monto de la condena conforme la tasa activa prevista en el dictado del Acta N° 2357/02 CNAT; 2) Costas de Alzada a cargo de las demandadas vencidas; 3) Regular los honorarios por la representación y patrocinio letrado de las partes actora y demandada en el .% para cada una de ellas que se calcularán sobre lo que les corresponda percibir por su actuación en la sede de grado. 

Cópiese, regístrese, notifíquese y, oportunamente devuélvase. 

Ante Mi. 
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